
SALA CONSTITUCIONAL

 MAGISTRADO-PONENTE: JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO
 
El 7 de junio de 2002, la ciudadana Ligía Pulido de Macias, titular de la cédula de identidad Nº 3.502.998, actuando en su carácter de Presidente de la FEDERACIÓN DE INSTITUTOS AUTÓNOMOS Y EMPRESAS DEL ESTADO (FENATRIADE), quien agrupa a los trabajadores (empleados y obreros) del Instituto Agrario Nacional (IAN), asistida por la abogada Julia Rivero Melecio inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº68.719, interpuso recurso de nulidad por razones de inconstitucionalidad conjuntamente con acción de amparo cautelar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2, 3 y 18 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales contra el acto de efectos generales, la LEY DE TIERRAS Y DESARROLLO AGRARIO, publicada en la Gaceta Oficial Nº 37323 del 13 de noviembre de 2001, en los artículos 125, 147 y 165 de la misma y los numerales Primero, Quinto, ordinal 7, Sexta, ordinal 3, Séptima, Décima y Décima Segunda de las Disposiciones Transitorias de dicha ley, en virtud de la acción de amparo solicitaron como medida cautelar, se prohibiera la ejecución y el cumplimiento de los dispositivos contenidos en los artículos 125, 147 y 165  de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrarios, impugnados y así como las disposiciones transitorias de la misma ley, denunciadas. 

El 13 de junio de 2002, el Juzgado de Sustanciación de esta Sala admitió el recurso interpuesto, “... sin perjuicio de la potestad que asiste a este Tribunal de examinar los requisitos de admisibilidad y procedencia establecidos en la Ley y la Jurisprudencia” y, ordenó la notificación de Presidente de la República, del Fiscal General de la República, de la Procuradora General de la República  y del Defensor del Pueblo, así como también ordenó el emplazamiento de los interesados mediante cartel y remitió a esta Sala el expediente, a los fines de que decidiera sobre la acción de amparo cautelar interpuesta.
 
El 19 de junio de 2002, se dio cuenta en Sala y se designó como ponente al Magistrado, que con tal carácter, suscribe la presente decisión.
 
FUNDAMENTOS DE LA SOLICITUD
 
La recurrente en su escrito expone:

 
Que, el 13 de noviembre de 2001, fue publicada la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario, en la cual los artículos 125, 147 y 165, así como en las Disposiciones Transitorias Primera, Quinta, ordinal 7, Sexta, ordinal 3, Séptima, Décima y Décima Segunda, son violatorios de los derechos laborales de sus representados, y contienen un procedimiento de liquidación del Instituto Agrario, cuyo objeto “...es retirar y liquidar el personal que labora para el mismo, lo cual es inconstitucional, ya que constituye una violación del derecho al trabajo, la estabilidad laboral, la igualdad laboral, la exigibilidad de sus prestaciones sociales en forma inmediata y conforme a la convención colectiva que los rige, los cuales son derechos constitucionales adquiridos previstos en los artículos 87, 89, 92 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por cuanto se le impide a los trabajadores, la continuación en la prestación de sus servicios, sin que hayan dado motivo, para que termine la relación de trabajo o hayan manifestado su voluntad de hacerlo...”. 
 
Que, la Constitución establece que toda persona tiene el derecho al trabajo y el deber de trabajar (artículo 87), y que a los trabajadores del Instituto Agrario Nacional, se les están violando tales derechos, porque en las Disposiciones Transitoria de la Ley citadas, establecen la suspensión del IAN y la liquidación de todo el personal. 
 
Que, el trabajo es un hecho social  y gozará de la protección del Estado y para ello la Constitución en sus artículos 89 y 93, establece que los derechos laborales son irrenunciables y garantiza la estabilidad en el trabajo, por lo que estiman que es inconstitucional la liquidación de los trabajadores del Instituto Agrario Nacional, porque viola tales Disposiciones Constitucionales.
 
Que, la Junta Liquidadora creada por dicha Ley, no establece  ningún acuerdo con los trabajadores del Instituto Agrario Nacional, que garantice sus derechos laborales, como su estabilidad y los otros beneficios citados; que, mediante dicha ley se crean tres (3) organismos del sector agrícola, los cuales son Institutos Autónomos con objetivos similares al Instituto Agrario Nacional, área en el cual están capacitados los trabajadores del Instituto y deben tener prioridad en el Registro de Elegibles para ingresar a dichos institutos, pero la Ley no contempla asumir la transferencia de dichos trabajadores, por lo cual se les está violando el derecho a la igualdad establecido en los artículos 21 y 88 de la Constitución.

 

Que, la Ley tampoco contempla, la situación de los trabajadores que reúnan las condiciones para ser beneficiarios de jubilaciones, tanto de oficio como especiales, después de que entre en vigencia dicha ley, y tampoco, la situación de un gran numero de trabajadores que, bajo la figura de contratados, se les pagaba un sueldo y que desde el mes de marzo del 2002, la Junta Liquidadora inició su despido, sin el pago de las prestaciones sociales, derecho reconocido en la cláusula 32 del Contrato Colectivo, cuestión aparte, que para el momento de su retiro se encontraba un pliego conflictivo en la Inspectoría del Trabajo, por lo que conforme al artículo 506 de la Ley Orgánica del Trabajo, gozan de inamovilidad laboral.
 
Que, el amparo cautelar debe ser admitido en este procedimiento de nulidad por inconstitucionalidad, porque para el caso de no acordarse inmediatamente el restablecimiento de la situación infringida, para garantizar las resultas del fallo y evitar el peligro y la amenaza de un daño irreversible, solicita se decrete como medida cautelar innominada “prohibir” la ejecución y cumplimiento de los dispositivos contenidos en los artículos 125, 147 y 165 de la de Tierras y Desarrollo Agrario y los numerales Primero, Quinto, ordinal 7, Sexta, ordinal 3, Séptima, Décima y Décima Segunda de las Disposiciones Transitorias de dicha Ley, en cuyo texto se establece:

 

“ Artículo 125:

El personal del Instituto Nacional de Tierras se regirá por un estatuto especial que dictará el Directorio del Instituto, previa aprobación del Presidente de la República, en el cual se establecerán disposiciones que regulen el reclutamiento, la selección, el ingreso, el desarrollo, la evaluación, los ascensos, los traslados, las suspensiones, la clasificación de cargos, la remuneración y el egreso. 

 
Articulo 147:
El personal del Instituto se regirá por un estatuto especial que dictará la Junta Directiva, previa aprobación del Presidente de la República, en el cual se establecerán disposiciones que regulen el reclutamiento, la selección, el ingreso, el desarrollo, la evaluación, los ascensos, los traslados, las suspensiones, la valoración de los cargos, la remuneración y el egreso.
 
Artículo 165:
El personal de la Corporación Venezolana Agraria se regirá por un estatuto especial que dictará el Directorio, previa aprobación del Presidente de la República, en el cual se establecerán disposiciones que regulen el reclutamiento, la selección, el ingreso, el desarrollo, la evaluación, los ascensos, los traslados, las suspensiones, la valoración de los cargos, la remuneración y el egreso.
Disposiciones Transitorias
... Primera: 
Se suprime y ordena la liquidación del Instituto Agrario Nacional regulado por la Ley de Reforma Agraria, publicada en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela Nº 611. Extraordinario de fecha 19 de marzo de 1960. El proceso de liquidación se regirá por las normas establecidas en el presente Decreto Ley.
Quinta:
La Junta Liquidadora tendrá las mas amplias facultades de dirección y administración del Instituto Agrario Nacional necesarias para su liquidación, a cuyo efecto realizará los actos y contratos necesarios para:
...Ordinal 7.-
Retirar y liquidar a los funcionarios o empleados públicos y demás trabajadores del Instituto, de conformidad con la normativa aplicable.
Sexta:
Son atribuciones del Presidente de la Junta Liquidadora:
... Ordinal 3
Retirar y liquidar el personal que acuerde la Junta Liquidadora.
Séptima:
Los derechos y obligaciones de naturaleza contractual que en la actualidad tenga el Instituto Agrario Nacional, se regirán por lo previsto en los correspondientes contratos. Sin embargo, los acreedores del Instituto deberán respetar los plazos establecidos en los mismos para el cumplimiento de las obligaciones estipuladas; sin que por el hecho de ejecutar la liquidación ordenada, puedan operar mecanismos contractuales o legales que pretendan hacer exigibles dichas obligaciones como de plazo vencido.
Décima:
En caso de que el activo no sea suficiente para cancelar las obligaciones del Instituto, la República  asumirá el saldo de las obligaciones insolutas. A tal fin, el Presidente de la República, en Consejo de Ministros, determinará el órgano del Ejecutivo Nacional con cargo a cuyo presupuesto se cancelaran las obligaciones pendientes.
Décima Segunda:
El Ministerio del ramo asumirá el pago de las jubilaciones, pensiones y demás derechos del personal empleado y obrero del Instituto Agrario Nacional, que ostente esa condición para la entrada en vigencia de este Decreto Ley”.
 
 Solicita, en el caso de no ser acordado de inmediato el restablecimiento de la situación jurídica infringida y a fin de garantizar las resultas del fallo, y “...evitar el peligro y la amenaza de un daño irreversible, se acuerde y decrete una medida cautelar innominada en el sentido de prohibir la ejecución y cumplimiento de los dispositivos  contenidos en los artículos 125, 147 y 165 de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario y los numerales Primera, Quinta, ordinal 7, Sexta, ordinal 3, Séptima, Décima, Décima Segunda de las Disposiciones Transitorias de la misma Ley”.
 
El 21 de agosto de 2002, la Presidenta de la Federación Nacional de Trabajadores de Institutos Autónomos y Empresas del Estado  (FENATRIADE), consigno escrito al cual anexó documentos en 104 folios, a fin de “demostrar la continua amenaza y violación de los derechos laborales” de los trabajadores a quienes representa. 

 
Leído el expediente pasa a pronunciarse conforme a las siguientes consideraciones.
 
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR
 
En el presente caso, ha sido ejercido una acción de nulidad por razones de inconstitucionalidad e ilegalidad, conjuntamente con acción de amparo cautelar en contra de determinados artículo de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario, publicada el 13 de noviembre de 2001.

 
Con base a lo anterior, observa esta Sala que, conforme a la vigencia Constitución de 1961, correspondía a la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con el artículo 215, ordinal 3°, en concordancia con el artículo 216 de la Constitución, y de acuerdo con los artículos 42, numeral 1, 43 y 112 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, la competencia para declarar la nulidad total o parcial de las leyes nacionales, ordenanzas municipales y demás actos de los cuerpos deliberantes nacionales, estadales o municipales o del Poder Ejecutivo Nacional que colidieren con la Constitución.

 
Ahora bien, a raíz de la entrada en vigencia de la Constitución de 1999, tal competencia atribuida anteriormente a la Sala Plena, se encuentra actualmente asignada a esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia según lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 336 de la Carta Magna, el cual dispone que, es atribución de la Sala Constitucional, "Declarar la nulidad total o parcial de las  leyes nacionales y demás actos con rango de ley de la Asamblea Nacional que colidan con esta Constitución..”..
 
Con fundamento en lo expuesto anteriormente, esta Sala observa que en el caso planteado, la Federación de Trabajadores del Instituto Agrario Nacional interpuso recurso de nulidad por razones de inconstitucionalidad e ilegalidad conjuntamente con acción de amparo cautelar, en contra de un acto normativo de efectos generales contenido en la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario. 

 
En consecuencia, visto que de conformidad con el numeral 1 del artículo 336 de la Constitución de 1999, corresponde a la Sala Constitucional declarar la nulidad de las leyes nacionales impugnadas por razones de inconstitucionalidad, esta Sala asume la competencia para conocer del recurso de nulidad. 
 
Determinada la competencia de esta Sala para conocer de la acción de nulidad por razones de inconstitucionalidad interpuesta corresponde ahora a esta Sala pronunciarse sobre la acción de amparo cautelar, y a tales efectos observa que:

 

El artículo 3 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, lo siguiente:

 
“Artículo 3:
También es procedente la acción de amparo, cuando la violación o amenaza de violación deriven de una norma que colida con la Constitución. En este caso, la providencia judicial que resuelva la acción interpuesta deberá apreciar la inaplicación de la norma impugnada y el juez informará a la Corte Suprema de Justicia acerca de la respectiva decisión.
La acción de amparo también podrá ejercerse conjuntamente con la acción popular de inconstitucionalidad de las leyes y demás actos estatales normativos, en cuyo caso, la Corte Suprema de Justicia, si lo estima procedente para la protección constitucional, podrá suspender la situación jurídica concreta cuya violación se alega, mientras dure el juicio de nulidad”.
 
En tal sentido, es necesario señalar que el criterio reiterado de este Supremo Tribunal, es que el objeto del mandamiento de amparo de naturaleza cautelar en juicios como el de autos, consiste en la inaplicación de una norma denunciada que colida con la Constitución, o la amenaza de que ésta se pueda materializar, causando una violación de los derechos constitucionales invocados por la accionante. 

 
En el presente caso observa la Sala, que las accionantes fundamentaron su solicitud en la amenaza de violación que produciría las normas contra la cual intentan la acción principal de nulidad, alegando que las mismas menoscaban su derecho al trabajo y los principios constitucionales relativos a la estabilidad laboral, a la condición de los trabajadores que cumplan los requisitos para ser jubilados y obligaciones contenidas en la Contratación Colectiva (Cláusula 32 y 35), así como la violación del artículo 506 de la Ley Orgánica del Trabajo, por estar pendiente una inamovilidad laboral y el artículo 672 de la misma ley, que ordena aplicar la convención colectiva cuando ésta sea mas favorable que la ley.
 
Planteada así la acción interpuesta, esta Sala pasa a hacer un análisis preliminar del dispositivo impugnado a fin de verificar si existe la presunción grave de lesión o amenaza de violación del derecho y los referidos principios constitucionales invocados.
 
Los recurrente consideran que ejercen sus derechos conforme a lo establecido en los artículos 21, 25, 86, 87, 89, 93, 94, 266, numeral 1, 336, numeral 3 de la Constitución, y a lo dispuesto en los artículos 2, 3 y 8 de Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, por contravenir dicha ley y violar los dispositivos constitucionales relativos al derecho laboral.
 

Solicitan la medida cautelar, para impedir que se les cause un daño irreparable a los trabajadores del Instituto Agrario Nacional, con la puesta en practica del contenido de las disposiciones denunciadas.

 
La medida requerida supone un suspensión parcial de la vigencia de un instrumento legal, situación que ya ha sido expuesta en sentencia del 20 de febrero de 2001 (Caso:Lidia Cropper –Recurso de Nulidad por razones de inconstitucionalidad e ilegalidad conjuntamente con amparo cautelar contra normas de la Ley de Transición del Distrito Federal al Distrito Metropolitano de Caracas), donde la Sala dijo:

 

“...Ahora bien, la solicitud de amparo requerida supone una interrupción temporal de la eficacia del Decreto que fue impugnado conjuntamente con otras normas previstas en la Ley de Transición del Distrito Federal al Distrito Metropolitano de Caracas. 

Por tanto, lo solicitado implica una importante excepción a la presunción de validez de los actos legales que producen todos sus efectos desde el momento de su publicación en la Gaceta Oficial, aplicándose únicamente como medida excepcional cuando sea muy difícil reparar por sentencia definitiva los daños que resulten de la aplicación del contenido normativo del referido texto legal.

Sobre tal excepción, esta Sala ha dicho en sentencia de fecha 25 de abril de 2000 (caso: Gertrud Frías Penso y Nelson Adonis León), que:
‘(...) no debe olvidarse que la inaplicación de un instrumento normativo como medida cautelar colide con la presunción de validez de los actos legales y su obligatoriedad desde su publicación en la Gaceta Oficial de la República, de los Estados o Municipios, de modo que si no se maneja con equilibrio aquella inaplicación el principio de autoridad quedaría quebrantado, de allí que, para que pueda ser acordada, tiene que existir una verdadera y real justificación. Esta puede venir dada no sólo por los perjuicios materiales irreparables que puedan originarse de actos administrativos ejecutados con fundamento en el instrumento normativo conocido, sino por la jerarquía y la entidad de los derechos en juego. De tal forma, que si con la aplicación del instrumento normativo se afectan derechos consustanciales y fundamentales de la persona humana, que ontológicamente forman parte de la misma definición de los seres humanos, considerados como integrantes de una sociedad, como serían: el derecho a la libertad, al libre tránsito y a ser juzgados por sus jueces naturales, la inaplicación del artículo 82 del Código de Policía del Estado Yaracuy está justificada, en resguardo de la seguridad e interés del colectivo del Estado Yaracuy que desde el punto de vista estatal constituyen un interés público, atemperándose entonces el principio de la obligatoriedad de los actos normativos una vez publicados en la Gaceta Oficial así como el principio de autoridad’.
De manera, que de lo anteriormente expuesto se evidencia que la inaplicación de una norma se encuentra justificada cuando un interés de orden jurídico lo justifique en base al imperio del derecho y la justicia, es decir, cuando esté en entredicho la protección de derechos constitucionales que por definición son inmanentes a la esencia humana y que sólo a través de su protección es que resulta posible la convivencia en sociedad. 

Así, la protección que el Estado les brinde a sus ciudadanos a fin de garantizarle el derecho al trabajo, sea -como en el presente caso- mediante la estabilidad laboral, constituye un fin supremo de aquel, ya que mediante él se alcanza la inserción del ciudadano en el sistema productivo y se logra otorgarle una finalidad a su capacidad humana alcanzando un desarrollo físico y cultural que le permite desenvolverse en la sociedad como un ciudadano productivo y capaz de garantizar su manutención y la de su núcleo familiar. De allí que, el derecho al trabajo haya sido considerado en nuestra Constitución como un hecho social, pues es a través de él como el Estado puede perfeccionarse y brindar una mayor satisfacción al conglomerado social...”
La inaplicación de un instrumento legal se justifica cuando exista un interés de orden público que lo amerite, es decir cuando esté en entredicho la protección de derechos constitucionales, cuya protección hace posible la convivencia en sociedad. La protección que el Estado brinda al derecho al trabajo, por cuanto lo considera un hecho social, incide directamente en el contexto social , ya que ello puede conllevar a un alto índice de desempleo y una serie de inconvenientes colaterales socioeconómicos que de mantenerse causarían daños tanto a los trabajadores como a los entes públicos vinculados al caso.

 
Observa la Sala, que en cuanto a los artículos 125, 147 y 165 de la Ley impugnados, su contenido no presume una violación de los derechos laborales, por cuanto solo se está limitando a crear institutos que van a realizar las actividades que tenía el Instituto Agrario Nacional, razón por la cual no considera procedente la medida cautelar solicitada, sobre estas normas de la ley
 
Cuestión diferente es el contenido de las Disposiciones Transitorias, en especial la Décima y la Décima Segunda, cuyo texto transcrito previamente en este fallo, contienen disposiciones, que hacen presumir una violación de los derechos laborales denunciados, por cuanto no se señala que Organismo asumirá la obligaciones del Instituto, no se indica cual es el órgano del Ejecutivo que asumirá tales obligaciones, así como tampoco se señala de donde emanaran los dineros para asumir tal compromiso, y en las normas no se indican que parámetros debe seguir la Junta Liquidadora, conforme a las leyes vigentes sobre la materia, para proceder a la liquidación del Instituto, sin prever siquiera la posible inserción del personal, que cumpliendo con los requisitos legales, pueda continuar prestando sus servicios en los nuevos entes que se crean, todo lo cual parece darle la razón a la accionante, cuando indica que se les esta violando “ la exigibilidad inmediata de todos y cada uno de los beneficios laborables establecidos en la Constitución”.
En virtud de las consideraciones constitucionales, legales y jurisprudenciales antes expuestas, estima pertinente esta Sala señalar -sin que ello implique un pronunciamiento sobre el fondo del asunto planteado- que al establecer la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario, tales normas impugnadas y que se encuentran en las Disposiciones Transitorias de la dicha ley, hacen presumir la violación constitucional denunciada, por lo cual se les podría causar un daño irreparable a los trabajadores, porque están quedando sin soporte el pago de sus prestaciones, así como al dar por terminada la relación de trabajo, su estabilidad laboral, situación que de considerarse procedente la acción de nulidad en la definitiva, ya se habría ocasionando el daño, que los trabajadores a través de la Federación recurrente,  están denunciando.

 
Por tanto, de la lectura del texto de  la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario contra la cual se acciona en amparo, esta Sala, vista la entidad del interés constitucional en discusión, estima que debe considerar parcialmente con lugar el amparo cautelar y declarar la inaplicación de las Disposiciones Transitorias Quinta, ordinal 7, Sexta, ordinal 3, Décima, y Décima Primera de la Ley, por lo que declara parcialmente con lugar la acción de amparo interpuesta, y en consecuencia, se suspende la aplicación de las  Disposiciones Transitorias Quinto, ordinal 7, Sexto, ordinal 3, Décima, Décima Segunda de la Ley de Tierras y de Desarrollo Agrario, y debe restablecerse la situación jurídica de los trabajadores a quienes se les ha aplicado alguna medida con fundamento en las anteriores disposiciones, hasta tanto esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia se pronuncie de forma definitiva acerca de la acción de inconstitucionalidad propuesta. Así se decide.
 
Ahora bien en sentencia del 14 de marzo de 2000 (Caso: Ducharme de Venezuela), la Sala estableció el procedimiento del amparo cautelar en los recursos de nulidad, y al efecto expuso:
 
“...3. Si la solicitud de amparo tiene por objeto la obtención de una medida cautelar de las previstas en el parágrafo primero del artículo 588 del Código de Procedimiento Civil, tramitarla de conformidad con lo previsto en el Título II del Libro Tercero de dicho Código.
No obstante, se observa que la potestad prevista en el artículo 102 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia otorgada al juez Contencioso Administrativo, le permite a éste la aplicación de otros procedimientos de acuerdo a la naturaleza del caso y a las exigencias de la protección constitucional”. (Subrayado de la Sala).
 Con fundamento en la sentencia parcialmente transcrita, en concordancia con el artículo 102 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, y atendiendo a los principios procesales consagrados en la nueva Constitución que se inspira en lograr la preservación de la tutela judicial efectiva y una pronta decisión a los asuntos sometidos a los órganos jurisdiccionales (artículo 26), esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia establece el siguiente procedimiento para tramitar las acciones de nulidad interpuestas conjuntamente con medida cautelar de amparo:
Una vez recibida en esta Sala la acción de nulidad, interpuesta conjuntamente con amparo constitucional, el Juzgado de Sustanciación de la Sala decidirá mediante auto sobre la admisibilidad de la acción principal, a menos que por la urgencia del caso la Sala decida pronunciarse sobre la admisión de la misma, supuesto en que también la Sala se pronunciará sobre el amparo ejercido conjuntamente con la referida acción de nulidad.
En caso de que se declare inadmisible la acción principal, se dará por concluido el juicio y se ordenará el archivo del expediente. 
Para el supuesto que se admita la acción de nulidad, en el mismo auto se ordenará abrir cuaderno separado en el cual se designará Ponente, a los efectos de decidir sobre el amparo constitucional.
El procedimiento de nulidad continuará su trámite por ante el Juzgado de Sustanciación, y la Sala decidirá sobre la procedencia o no del amparo constitucional. En el caso que se acuerde el amparo se le notificará de dicha decisión al presunto agraviante, para que, si lo estima pertinente, formule oposición contra la medida acordada, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su notificación, supuesto en el cual se convocará para una audiencia oral y pública que se efectuará en el tercer (3º) día siguiente a la formulación de la oposición, a fin de que las partes expongan sus alegatos. En el auto en el que se fije la celebración de la audiencia oral y pública, se ordenará la notificación del Ministerio Público.
Una vez concluido el debate oral, la Sala en el mismo día deliberará, y podrá:
Pronunciarse inmediatamente sobre la oposición, en cuyo caso se expondrá de forma oral los términos de la decisión, la cual deberá ser publicada íntegramente dentro de los cinco (5) días siguientes a la audiencia en la cual se dictó aquélla. 
Diferir la audiencia oral por un lapso que en ningún momento será mayor de cuarenta y ocho (48) horas por estimar que es necesario la presentación o evacuación de alguna prueba que sea fundamental para decidir el caso, o a petición de alguna de las partes o del Ministerio Público.
6. La decisión recaída sobre el amparo constitucional en nada afecta la tramitación de la causa principal...”.
 
Acogiéndonos al procedimiento establecido en sentencia del 14 de marzo de 2000 (Caso: Ducharme de Venezuela, C.A.), ordena notificar  al presunto agraviante, en la persona del Presidente de la Asamblea Nacional, así como al Instituto Nacional de Tierras, en la persona del Presidente del Directorio del mismo, para que, si lo estiman pertinente, formulen oposición contra la medida acordada, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su notificación, supuesto en el cual se convocará para una audiencia oral y pública que se efectuará el tercer (3) día siguiente a la formulación de la oposición, a fin de que las partes expongan sus alegatos. Igualmente se ordena la notificación del Ministerio Público, y de la Procuraduría General de la República.

DECISIÓN
 
Por las consideraciones que anteceden, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA PARCIALMENTE CON LUGAR la solicitud de amparo cautelar interpuesta de forma conjunta con el recurso de nulidad por inconstitucionalidad por la ciudadana Ligia Pulido de Macias, actuando en su carácter de Presidente de la FEDERACION DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO AGRARIO NACIONAL y acuerda la suspensión de la aplicación de las normas contenidas en los números Quinto, ordinal 7, Sexta, ordinal 3, Décima y Décima Segunda de las Disposiciones Transitorias de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario, y se ordena restablecer la situación jurídica de los trabajadores a quienes se les ha aplicado alguna medida con fundamento en las disposiciones inaplicadas, hasta la sentencia definitivamente firme del presente amparo. 
 
En consecuencia, notifíquese a la Asamblea Nacional, en la persona de su Presidente, al Instituto Nacional de Tierras , en la persona del Presidente del Directorio de dicho Instituto, para que, si lo estima pertinente, formule oposición a la medida acordada, dentro de un lapso de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su notificación, supuesto en el cual se convocará para una audiencia oral y pública que se efectuará el tercer (3) día siguiente a la formulación de la oposición, a fin de que las partes expongan sus alegatos.

 

Notifíquese al Fiscal General de la República y al Procurador General de la República.

 
Publíquese, regístrese y comuníquese. Cúmplase lo ordenado. 
 
Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los 03 días del mes de SEPTIEMBRE del año 2002. Años: 192° de la Independencia y 143° de la Federación.
 
El Presidente,
 
 
IVÁN RINCÓN URDANETA
El Vicepresidente-Ponente,
 
 
JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO
 
 
Los Magistrados,

 

 

JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO 

 

 

ANTONIO JOSÉ GARCÍA GARCÍA.

 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

 

El Secretario,

 

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

 

 
 
Exp. 02-1397. 
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